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ACTA No. 0059 del  28 de abril de 2009

Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Jairo de Jesús Vanegas Alzate contra el Fondo de Programas Especiales para la Paz que pretende la protección del derecho fundamental de petición.

El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:

Pretende el accionante a través de éste medio de protección constitucional que se ordene al Fondo de Programas Especiales para la Paz, que de respuesta al derecho de petición presentada el 27 de octubre de 2008, mediante el cual solicitaba el pago a través del Banco Agrario Sucursal Pereira, de la ayuda humanitaria correspondiente a los meses de marzo a diciembre de 2006 y enero a julio de 2007.
II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Jairo de Jesús Vanegas Alzate, identificado con la cédula de ciudadanía N° 4.380.526 expedida en Balboa (Rda).
III. AUTORIDAD ACCIONADA
Se trata del Fondo de Programas Especiales para la Paz,  cuenta especial del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, sin personería jurídica.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho fundamental de petición.
V. ANTECEDENTES

1. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

Manifiesta el accionante que es desmovilizado del Sur de Bolívar desde el día 31 de enero de 2006, y que el 27 de octubre de 2008, remitió vía fax derecho de petición a la entidad accionada solicitando el pago efectivo de unos meses para que fueran cancelados a través del Banco Agrario – Pereira.

Que a la fecha de presentación de la tutela, han pasado casi seis meses y no ha recibido respuesta a ese derecho de petición y que a raíz de esa omisión se ha visto afectado porque es una persona de escasos recursos económicos.
VI. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término otorgado para dar respuesta a la presente acción,  el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, allegó escrito en el que refiere que el Fondo de Programas Especiales para la Paz informó que el 29 de noviembre de 2008 con el oficio denominado OFI08-00130213, dio respuesta al derecho de petición presentado por el señor Vanegas Alzate, en donde le requieren allegar unos documentos para poder emitir respuesta de fondo a su solicitud.
VII. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico por resolver:
El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Se satisface el derecho fundamental de petición cuando la entidad accionada responde al peticionario que debe allegar una documentación para poder resolver su solicitud?
b. ¿Si la información suministrada por el peticionario no es suficiente, puede la entidad requerir nueva información?

La acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, consistiendo esa protección en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.


La constitución Política en el Titulo II, Capítulo I, enlista los diferentes derechos fundamentales, encontrándose en el artículo 23, el denominado derecho de petición, consagrado en los siguientes términos:

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a la autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución.
El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”

En lo atinente al derecho fundamental de petición, cabe señalar que existe una diferencia esencial entre el derecho de petición y el derecho a lo pedido en cuanto el primero de ellos, hace referencia a la facultad que tienen las personas de elevar solicitudes respetuosas ante las autoridades, en la seguridad de obtener de ellas una pronta y oportuna respuesta que debe hacerse conocer en debida forma al interesado y que materialmente responda las inquietudes o asuntos planteados; este derecho, en los distintos aspectos que lo componen, puede ser objeto de amparo constitucional en sí mismo y con independencia del contenido de las peticiones. Por su parte, el derecho a lo pedido hace alusión a aquel que se pretende defender o cuyo reconocimiento se busca a través del ejercicio del derecho de petición. 

2. Caso Concreto:
Veamos si en el caso concreto a que se refiere la acción se vio vulnerado el derecho fundamental de petición:


El señor Jairo de Jesús Vanegas Alzate, el día 27 de octubre de 2008, presentó derecho de petición ante el Fondo de Programas Especiales para la Paz, solicitando el pago de una ayuda humanitaria; el día 29 de noviembre de esa misma anualidad la entidad remite comunicación al petente solicitándole allegar unos documentos – se entiende que para poder emitir respuesta de fondo-, ante lo cual el señor Vanegas Alzate, envía certificación expedida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) en la que consta la autoridad judicial que conoció de la conducta delictiva, la medida de aseguramiento decretada, entre otros y Certificado de Libertad expedido por el INPEC – Pereira, en el que de detalla que el señor Jairo de Jesús Vanegas, fue capturado el 05 de junio de 2006 y que el 10 de enero de 2008, le fue concedida la libertad.

El Código Contencioso Administrativo, regula lo relacionado a la solicitud de información o documentos adicionales, para decidir una actuación administrativa – Derecho de Petición-, en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 12. SOLICITUD DE INFORMACIONES O DOCUMENTOS ADICIONALES:
Si las informaciones o documentos que proporcione el interesado al iniciar una actuación administrativa no son suficientes para decidir, se le requerirá, por una sola vez, con toda precisión y en la misma forma verbal o escrita en que haya actuado, el aporte de lo que haga falta. Este requerimiento interrumpirá los términos establecidos para que las autoridades decidan. Desde el momento en que el interesado aporte nuevos documentos o informaciones con el propósito de satisfacer el requerimiento, comenzarán otra vez a correr los términos pero, en adelante, las autoridades no podrán pedir más complementos, y decidirán con base en aquello de que dispongan”. (Subrayas y negrilla para resaltar).

Si la entidad accionada, mediante el oficio denominado OFI08-00130213 / AUV 41000 del 29 de noviembre de 2008 (fl. 17) solicitó al peticionario allegar “todos los documentos que certifiquen la FECHA DE CAPTURA Y FECHA DE SU LIBERACIÓN” y éste en acatamiento a ese requerimiento allegó sendas certificaciones expedidas por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad y del INPEC – Pereira, de donde se extractaba dicha información – fecha de captura: 2006-06-05 y fecha de liberación: 2008-01-10-, con base en la norma anteriormente transcrita se debió emitir un pronunciamiento de fondo al señor Jairo de Jesús Vanegas con la información que en ese momento allegó, sin que sea de recibo que al 05 de marzo de 2009 (fl. 26) la Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica de Personas y Grupos Alzados en Armas, le requiriera al señor Vanegas Alzate para poder dar respuesta al derecho de petición remitido por la directora de FONDOPAZ – entidad a la que se dirigió el derecho de petición-, certificación expedida por la autoridad judicial que adelantó la investigación, en razón a que “la certificación enviada en su solicitud inicial y radicada en el Área Jurídica del Fondo de Programas Especiales para la Paz (FONDOPAZ) no especifica las fechas de detención y libertad, indispensables para corroborar lo registrado en el reporte emitido por el Departamento de Policía del Departamento de Risaralda” , máxime cuando dicha información reposaba en la entidad desde el 04 de diciembre de 2008.

En conclusión, si para poder emitir respuesta al derecho de petición FONDOPAZ solicitó al señor Vanegas Alzate aportar una serie de documentos, exigencia que fue acatada en su momento por el accionante – 04 de diciembre de 2008, con base en ella debió dar respuesta de fondo al derecho de petición de fecha 27 de octubre de 2008 (fl. 4), y si a partir de esta fecha empezaban a contabilizarse de nuevo los términos para atender la petición, se tiene que dicho término feneció el 29 de diciembre de la anualidad pasada. 

Por lo visto, la conducta asumida por FONDOPAZ no sólo desconoce el contenido del Artículo 23 de la Carta Política, sino también lo consagrado en el artículo 12 del Código Contencioso Administrativo, configurándose de esta forma una grave vulneración al derecho fundamental de petición del señor Jairo de Jesús Vanegas Alzate, debiendo prosperar la pretensión de amparo y, en consecuencia, se otorgará a la accionada un término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la fecha de notificación de este fallo para que con base en la documentación aportada por el accionante, responda de fondo la solicitud formulada por el señor VANEGAS ALZATE, relacionada con que se le haga efectivo el pago de los meses adeudados en su calidad de desmovilizado perteneciente al Programa para la Reintegración de la Presidencia de la República.
Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución
VIII. RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición vulnerado al señor JAIRO DE JESÚS VANEGAS ALZATE, por el FONDO DE PROGRAMAS ESPECIALES PARA LA PAZ.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ordena al señor Director del Fondo de Programas Especiales para la Paz, que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia y con base que con base en la documentación aportada por el accionante, responda de fondo la solicitud formulada por el señor VANEGAS ALZATE, relacionada con que se le haga efectivo el pago de los meses adeudados en su calidad de desmovilizado perteneciente al Programa para la Reintegración de la Presidencia de la República.
TERCERO: Infórmese a las partes que la presente decisión podrá ser impugnada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres días siguientes a su notificación.

CUARTO:
En caso de no ser impugnada, envíese las diligencias a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo establece el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

HERNAN MEJIA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
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